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Artículo 13.  Concesión de la moratoria.

1.  Una vez realizada la solicitud de la moratoria a la que se refiere el artículo 12 de 
este real decreto-ley, la entidad acreedora procederá a su implementación en un plazo 
máximo de 15 días.

2.  Una vez concedida la moratoria la entidad acreedora comunicará al Banco de 
España su existencia y duración a efectos contables y de no imputación de la misma en el 
cómputo de provisiones de riesgo.

Artículo 14.  Efectos de la moratoria.

1.  La solicitud moratoria a la que se refiere el artículo 12 conllevará la suspensión de 
la deuda hipotecaria durante el plazo estipulado para la misma y la consiguiente 
inaplicación durante el periodo de vigencia de la moratoria de la cláusula de vencimiento 
anticipado que conste en el contrato de préstamo hipotecario.

2.  Durante el periodo de vigencia de la moratoria a la que se refiere el presente 
capítulo la entidad acreedora no podrá exigir el pago de la cuota hipotecaria, ni de ninguno 
de los conceptos que la integran (amortización del capital o pago de intereses), ni 
íntegramente, ni en un porcentaje. Tampoco se devengarán intereses.

Artículo 15.  Inaplicación de intereses moratorios.

1.  En todos los contratos de crédito o préstamo garantizados con hipoteca inmobiliaria 
en los que el deudor se encuentre en los supuestos de vulnerabilidad económica prácticas 
y acredite ante la entidad que se encuentra en dicha circunstancia, no se permitirá la 
aplicación de interés moratorio por el período de vigencia de la moratoria.

2.  Esta inaplicabilidad de intereses no será aplicable a deudores o contratos distintos 
de los regulados en el presente real decreto-ley.

Artículo 16.  Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de las medidas para 
la reestructuración de la deuda hipotecaria inmobiliaria.

1.  El deudor de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que se hubiese 
beneficiado de las medidas de moratoria en este real decreto-ley sin reunir los requisitos 
previstos en el artículo 9, será responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido 
producir, así como de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas de 
flexibilización, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta del 
deudor pudiera dar lugar.

2.  El importe de los daños, perjuicios y gastos no puede resultar inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por el deudor por la aplicación de la norma.

3.  También incurrirá en responsabilidad el deudor que, voluntaria y deliberadamente, 
busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la 
finalidad de obtener la aplicación de estas medidas, correspondiendo la acreditación de 
esta circunstancia a la entidad con la que tuviere concertado el préstamo o crédito.

V

Artículo 17.  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados por 
declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

1.  Con carácter excepcional y vigencia limitada a un mes, a partir de la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, o 
hasta el último día del mes en que finalice dicho estado de alarma, de prolongarse éste 
durante más de un mes, los trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuyas actividades 
queden suspendidas, en virtud de lo previsto en el mencionado Real Decreto, o, en otro 
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caso, cuando su facturación en el mes anterior al que se solicita la prestación se vea 
reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de facturación del 
semestre anterior, tendrán derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad que 
se regula en este artículo, siempre que cumplan los siguientes requisitos:

a)  Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma, en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

b)  En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud 
de lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción de su 
facturación en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la efectuada en el semestre 
anterior.

c)  Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, 
si en la fecha de la suspensión de la actividad o de la reducción de la facturación no se 
cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que 
en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a 
la protección.

2.  La cuantía de la prestación regulada en este artículo se determinará aplicando 
el 70 por ciento a la base reguladora, calculada de conformidad con lo previsto en el 
artículo 339 de la Ley General de la Seguridad Social, aprobada mediante Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. Cuando no se acredite el período mínimo de 
cotización para tener derecho a la prestación, la cuantía de la prestación será equivalente 
al 70 por ciento de la base mínima de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar.

3.  La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo tendrá 
una duración de un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que 
finalice el estado de alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga una duración 
superior al mes. El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado y no reducirá los 
períodos de prestación por cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho 
en el futuro.

4.  La percepción será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de 
Seguridad Social.

5.  Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado 
por su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

6.  La gestión de esta prestación corresponderá a las entidades a las que se refiere el 
artículo 346 del Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

VI

Artículo 18.  Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones 
electrónicas y la conectividad de banda ancha.

Excepcionalmente, mientras esté en vigor el estado de alarma, las empresas 
proveedoras de servicios de comunicaciones electrónicas mantendrán la prestación de los 
servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público contratados por sus 
clientes a fecha del inicio de la aplicación del estado de alarma, de forma que no podrán 
suspenderlos o interrumpirlos por motivos distintos a los de integridad y seguridad de las 
redes y de los servicios de comunicaciones electrónicas, según se define en el artículo 44 
de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones, aunque conste dicha 
posibilidad en los contratos de servicios suscritos por los consumidores.
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